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RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS FUNCIONARIOS Y EXPERTOS DE LAS NACIONES 

UNIDAS EN MISIÓN. 

 

El Estado de El Salvador remite el presente informe en atención a la resolución 66/93 de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en la que, inter alia, se instó encarecidamente a 

todos los Estados a que, en la medida en que aún no lo hubieran hecho, considerasen la 

posibilidad de establecer su competencia respecto de los delitos, en particular los delitos 

graves tipificados en su derecho penal vigente que cometan sus nacionales mientras 

presten servicios como funcionarios o expertos de las Naciones Unidas en misión, al menos 

en los casos en que la conducta tipificada en el derecho del Estado que establezca su 

competencia sea también constitutiva de delito en la legislación del Estado anfitrión. 

 

Al respecto, tal como se ha indicado en los anteriores periodos de sesiones, El Salvador no 

posee problemas de implementación sobre los aspectos contenidos en la resolución 

indicada ya que, a nivel interno, se cuenta con una regulación penal material y procesal 

amplia, que habilita a las autoridades competentes a desplegar el ius puniendi estatal de 

forma proporcional al delito cometido y de conformidad con las exigencias del debido 

proceso.    

 

Particularmente, en el caso del personal de la Fuerza Armada de El Salvador que se 

encuentra en misiones de las Naciones Unidas, de cometer algún ilícito penal durante su 

misión, estos podrán ser procesados y juzgados en El Salvador por cuanto el Estado 

salvadoreño ha tomado las medidas pertinentes en la legislación penal (Arts. 8,9,10 y 11 

Código Penal) que le permiten conocer de diversos asuntos, conforme a los principios de 

territorialidad, personalidad o universalidad,  según la naturaleza del delito cometido y su 

lugar de comisión.  

 Principio de Territorialidad 

Art. 8.- La ley penal salvadoreña se aplicará a los hechos punibles cometidos total o 

parcialmente  en el territorio de la República, o en los lugares sometidos a su 

jurisdicción. 
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 Principio Personal o de Nacionalidad 

 Art. 9.- También se aplicará la ley penal salvadoreña: 

 1) A los delitos cometidos en el extranjero por persona al servicio del Estado, 

 cuando no hubiere sido procesada en el lugar de la comisión del delito, en razón 

 de los privilegios inherentes a su cargo; 

2) A los delitos cometidos por un salvadoreño en el extranjero o en lugar no sometido a 

la jurisdicción particular de un estado; y, 

 3) A los delitos cometidos en el extranjero por salvadoreños cuando se deniegue la 

 extradición solicitada en razón de su nacionalidad, o por extranjeros contra bienes 

 jurídicos de salvadoreños. 

 Principio de Universalidad 

Art. 10.- También se aplicará la ley penal salvadoreña a los delitos cometidos por 

cualquier persona en un lugar no sometido a la jurisdicción salvadoreña, siempre que 

ellos afectaren bienes protegidos internacionalmente por pactos específicos o normas 

del derecho  internacional o impliquen una grave afectación a los derechos humanos 

reconocidos universalmente. 

 

Del mismo modo, en el ordenamiento jurídico interno se ha regulado la cooperación en 

investigaciones internacionales y asistencia judicial recíproca para toda conducta de 

carácter delictivo, tal como se precisa en las siguientes disposiciones contenidas en el 

Código Procesal Penal vigente:  

 Cooperación en investigaciones internacionales 

 Art. 78.- Si las conductas delictivas se realizan, total o parcialmente, fuera del 

 territorio nacional o se imputa a personas vinculadas a organizaciones de carácter 

 internacional, la Fiscalía General de la República podrá estructurar equipos de 

 investigación conjunta con instituciones extranjeras o internacionales. En todo caso, 

 los acuerdos de investigación conjunta deberán ser autorizados y supervisados por 

 el Fiscal General de la República. 
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 Cuando se trate de delitos que revistan carácter internacional, la Fiscalía General de 

 la República podrá formar parte de la comisión internacional e interinstitucional 

 destinada a colaborar en la investigación. 

 Otros casos de aprehensión 

 Art. 327.- Además de los casos establecidos en este Código la policía procederá a la 

 captura de una persona, aun sin orden judicial, en los casos siguientes: 

 1) Cuando se haya fugado de algún establecimiento penal o de cualquier otro lugar 

 de detención. 

 2) Cuando tuviere en su poder objetos de cuya tenencia pueda inferirse que ha 

 cometido un hecho punible o presentare huellas o señales que indiquen que ha 

 participado en un hecho delictivo. 

 3) Cuando respecto de la persona exista difusión o circular roja de instituciones 

 policiales internacionales. 

 La policía en los casos de los numerales 1) y 2) deberá presentar inmediatamente al 

 detenido a la autoridad judicial o a la fiscalía. En el caso del numeral 3) aplicará las 

 reglas previstas para la cooperación jurídica internacional. De la detención se dará 

 aviso al Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos. 

 

El conjunto de disposiciones aludidas reflejan los avances de El Salvador respecto a la 

adopción de medidas destinadas a evitar la impunidad de delitos graves ya sean estos 

cometidos por funcionarios y expertos en misión o por cualquier otra persona, lo cual 

también se vincula al cumplimiento de las obligaciones estatales relativas al respeto 

universal y la observancia de los Derechos Humanos conforme a lo establecido en los 

diversos instrumentos internacionales ratificados por el país, tales como la Convención 

Americana de Derechos Humanos, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura, entre otros.  

   

En definitiva, El Salvador reafirma su compromiso dirigido a la construcción de un sistema 

jurídico interno e internacional que garantice la rendición de cuentas por parte del 
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personal y los expertos de las Naciones Unidas en misión por los actos delictivos 

cometidos, lo cual únicamente podrá lograrse con la cooperación de la comunidad 

internacional y el fortalecimiento del Estado de Derecho.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


